LEGISLATURA  DEL  ESTADO
EXPOSICION  DE  MOTIVOS

DICTAMEN DE INICIATIVA PRESENTADA POR LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DE LA LVI LEGISLATURA DEL ESTADO DE JAL.

CON FECHA:   03/07/29

DECRETO:   20431

LEY DE HACIENDA MUNICIPAL DEL

ESTADO DE JAL.  Y SUS MUNICIPIOS
CIUDADANOS  DIPUTADOS:


A las Comisiones de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos y de Inspección les fue turnada para su estudio y dictamen, la Iniciativa que presentan los diputados integrantes de esta  LVI  Legislatura del Estado de Jalisco, de fecha 29 de julio del año en curso, mediante la cual se expide la Ley de Fiscalización Superior del Estado de Jalisco; y se reforman diversos artículos de la Ley del Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público, Ley de Deuda Pública, Ley del Catastro Municipal y Ley de la Hacienda Municipal, todos del Estado de Jalisco, y para lo cual hacemos las siguientes:
CONSIDERACIONES


I.-  Que es facultad de los Diputados presentar iniciativas de ley o decreto en los términos del artículo 28 de la Constitución Política, así como de conformidad con los artículos 11, 85, 87 y 90 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Jalisco.


II.- Que es facultad de las Comisiones de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos y de Inspección el conocer de la presente iniciativa de conformidad con lo dispuesto por los artículos 31, fracciones I y VI, 32 y 37 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Jalisco.

III.-  Que entre los razonamientos expuestos en la Iniciativa en comento se encuentran los siguientes:


“A través del Decreto 18803 publicado el día 15 de marzo del año en curso, se creó la Ley de Fiscalización Superior del Estado de Jalisco, la cual tiene por objeto regular la revisión de las cuentas públicas del Estado; la determinación de las indemnizaciones y el fincamiento de responsabilidades por daños y perjuicios causados al Estado y municipios de Jalisco, así como al patrimonio de los entes públicos paraestatales y paramunicipales; los medios de defensa correspondientes y el establecimiento de las bases y términos para la organización, procedimientos y el funcionamiento de la Auditoria Superior.


Dentro de la finalidad de la creación de la ley antes mencionada se encuentra la de fomentar la aplicación correcta de los recursos públicos y aplicar prácticas administrativas sanas en todos los ámbitos de la administración pública y, en el caso concreto de nuestra entidad, así como de los municipios y de los entes públicos de índole estatal o municipal, ya que en el ámbito nacional como en el local, hay una demanda reiterada para que la rendición de cuentas sea fluida y transparente. Por ello, es que se pretendía que la Contaduría evaluara el desempeño de la gestión y de que tuviera la oportunidad de dar señalamientos de rectificación de la acción gubernamental.


Sin embargo, la creación de la Ley antes señalada no cumplió con dichas finalidades, ya que debido a los tiempos legislativos y por la prontitud en su creación, se dejaron en el contenido de la ley múltiples lagunas y contradicciones que, lejos de crear un órgano autónomo e imparcial que brinde transparencia al proceso de revisión de las cuentas públicas, originan situaciones donde prevalece la inseguridad jurídica, al no establecer de manera clara y precisa los tiempos y forma de actuar de dicho órgano.

La Ley en comento, además de lo antes expresado, está en contraposición con lo dispuesto por la Constitución Política Federal, ya que con las reformas realizadas al artículo 115, se establece que los únicos encargados de la revisión de las cuentas públicas serán las legislaturas de los Estados; por lo tanto, ningún órgano autónomo puede fincar algún tipo de responsabilidad, ya que, de conformidad con lo señalado por el artículo antes mencionado, sólo el Congreso del Estado estará facultado para fincar responsabilidad, y sólo podrá contar con un órgano que lo apoye en la revisión y fiscalización de las cuentas públicas, pero no así, en el fincamiento de responsabilidades. 

Es por ello que, mediante Decreto 19958 publicado en el Periódico Oficial “El Estado de Jalisco” el 1° de mayo del año en curso, se abrogó el diverso 18803 que contenía la ley antes mencionada y se puso en vigor el Reglamento Interno de la Contaduría Mayor de Hacienda.


La ley que ahora se pretende expedir está conformada por cinco títulos. El primero de ellos de disposiciones generales, en el cual se establece el objeto de la ley, un listado de conceptos utilizados en la misma, así como, la enumeración de las leyes que se aplicarán supletoriamente.

El segundo de los títulos denominado “De las Autoridades Competentes”, consta de tres capítulos. El capítulo primero establece de manera clara las atribuciones de la Comisión de Inspección del Congreso del Estado, quien servirá de enlace entre éste y la Auditoria Superior.

El capítulo segundo habla de la Auditoria Superior del Estado, como el órgano que apoyará al Congreso del Estado en la revisión, examen y fiscalización de las cuentas públicas y se establecen de manera clara sus atribuciones y las del propio Auditor Superior, lo que garantiza a los sujetos de fiscalización y entidades fiscalizadas que la actuación de dicho órgano se encuentre apegada a Derecho.


Así mismo, en el capítulo tercero, se contempla la creación del Instituto de Capacitación para la Fiscalización Superior, órgano dependiente de la Auditoria Superior y mediante el cual se promueve la capacitación de los servidores públicos en los procedimientos de fiscalización, imposición de responsabilidades, elaboración de presupuestos e integración y presentación de la cuenta pública. Con la creación de este Instituto, se está dando un paso más en la profesionalización de los servidores públicos de los Poderes y entes estatales y municipales que participan en los procesos antes descritos, lo que permitirá que el ejercicio de sus funciones se realice de manera más eficiente y acorde a lo que la sociedad exige de los mismos.

Con el propósito de garantizar el principio de seguridad jurídica al que tienen derecho las entidades fiscalizadas, esta ley establece de manera precisa, en su título tercero el procedimiento a seguir en la revisión, examen y fiscalización de las cuentas públicas; las disposiciones a las que se deben apegar las visitas e inspecciones; la presentación del informe de resultados de la revisión, examen y fiscalización de las cuentas públicas; así como, la revisión de situaciones excepcionales, las cuales consisten en denuncias presentadas por las cuales se deduzca un daño a la hacienda pública o al patrimonio de las entidades fiscalizadas, hechos de corrupción, afectación de áreas estratégicas o prioritarias establecidas en los planes de desarrollo, existencia de riesgo que paralice la prestación de servicios públicos esenciales para la comunidad, o desabasto de productos de primera necesidad o mal manejo de los programas destinados a grupos vulnerables.


En el título cuarto se establece el procedimiento para la determinación de los daños que se puedan causar a las haciendas públicas o al patrimonio de las entidades fiscalizadas,  cuantificando los daños correspondientes, la indemnización equivalente y las sanciones pecuniarias.

Como una de las novedades de la ley, se establece la posibilidad de sancionar con amonestación por escrito, multa de diez a diez mil salarios mínimos vigentes en la Zona Metropolitana de Guadalajara o arresto administrativo hasta por treinta y seis horas, a aquellos que incurran en responsabilidad en la rendición de cuentas, de tal manera que sus actos u omisiones no queden sin sanción.


En este mismo título se establece que las sanciones y demás resoluciones definitivas que sean emitidas por el Congreso del Estado con motivo de la revisión, examen y fiscalización de las cuentas públicas podrán ser impugnadas mediante juicio de nulidad ante el Tribunal de lo Administrativo del Estado en los términos que establece la Ley de Justicia Administrativa.


Por último, el título quinto establece que la revisión de la cuenta pública del Poder Legislativo se llevará a cabo a través de un auditor ciudadano elegido mediante convocatoria a la sociedad en general, exceptuando a los partidos políticos, evitando así que el Congreso se erija en juez y parte de su propia fiscalización.


En adición a lo anterior, se propone la reforma de diversos ordenamientos con la finalidad de adecuar sus disposiciones a la ley que, en esta iniciativa, se expide”.

IV.-  Que tras un exhaustivo análisis de la iniciativa que motiva el presente dictamen, los que integramos estas Comisiones coincidimos en proponer algunas reformas o adiciones en artículos diversos, a efecto de lograr la consecución del objeto y fin de la Iniciativa presentada, indicando en lo individual cuáles son los artículos reformados y cuál es el objeto de tal reforma.


a).- Las comisiones conjuntamente hemos revisado la iniciativa y tuvimos a bien  reorganizar el orden de la propuesta, pues de contener cinco títulos, se decidió que fueran únicamente tres, pues los otros dos estaban implícitos. Es decir, la iniciativa contenía los siguientes Títulos.

1.-
Disposiciones Generales.

2.-
De las autoridades competentes.
3.-
De las cuentas públicas, su revisión, examen y fiscalización superior.
4.-
De la determinación de daños y del fincamiento de responsabilidades.
5.-
De la auditoria del Poder Legislativo.
Es así que las comisiones determinamos dejar los siguientes cuatro títulos:
1.-
De las disposiciones generales.

2.-
De las autoridades competentes.
3.-
De las cuentas públicas, su revisión, examen y fiscalización superior.
4.-
De la determinación de los daños y fincamiento de responsabilidades.
El título primero, contiene un capítulo único referente a las disposiciones generales.

El título segundo, denominado de las autoridades competentes, comprende dos capítulos; el primero se refiere a la Comisión de Inspección y, el segundo que se denomina de la Auditoria Superior de Fiscalización, comprende cuatro secciones: la primera se refiere a las disposiciones generales; la segunda, a las atribuciones; la tercera al Auditor Superior de Fiscalización; y por último, la cuarta sección establece la capacitación para la fiscalización superior.


En Título Tercero, se incluyeron las disposiciones relativas a las cuentas públicas; la revisión, examen y fiscalización superior de las cuentas públicas; de las visitas; del informe de resultados de la revisión examen y fiscalización superior de las cuentas públicas; de la revisión de situaciones excepcionales; de la auditoria superior del Poder Legislativo.


Por último, el título cuarto establece la determinación de daños y el fincamiento de responsabilidades, comprendido por tres capítulos. El primero, es relativo a la determinación de daños; el segundo, las responsabilidades en la rendición de cuentas y, el tercero, los medios de defensa.


b).- Las comisiones que se abocaron al estudio de la presente iniciativa, tuvieron a bien, eliminar artículos y fracciones que se repetían, así como agregar algunas disposiciones no establecidas, como fue el caso del título segundo, sección segunda, artículo 11, fracción XX, se refiere a las atribuciones del Auditor Superior y que entre ellas destaca la supervisión, custodia y distribución de las formas valoradas y recibos para cobro de los ingresos de la hacienda pública estatal y municipales, así como cuidar que las formas valoradas y recibos no utilizados por los ayuntamientos o encargados de la hacienda municipal durante el ejercicio correspondiente, sean concentrados en la Auditoria Superior, para su cancelación o revalidación.


No obstante, que la fracción señalada establece las formas valoradas y recibos para cobro de ingresos, no se comprendía la obligación de los Ayuntamientos de adquirirlas como ya lo establece la Ley Orgánica del Poder Legislativo vigente a la fecha de hoy. En virtud a ello, se agregó un segundo párrafo a la fracción XX, del artículo 11 del proyecto de dictamen que tenemos a bien proponer.


c).-  Otra novedad, que creemos fortalecer el carácter técnico profesional e imparcial de la Auditoria Superior de Fiscalización del Estado, consistió en agregar como atribución de dicha dependencia y obligación de la Comisión de Inspección, proponer al Congreso del Estado, sin dictaminar, los informes finales que aprueban las cuentas públicas de las entidades fiscalizadas y, en su caso, revisarlos cuando así lo ordene el Pleno de la Asamblea.

Creemos que esta disposición es una novedad y que agiliza el proceso de transparencia, respecto a las cuentas públicas que ya han sido aclaradas ante la Auditoria Superior. Sin embargo, este agregado no le quita la potestad al Congreso del Estado, respecto los informes finales que presente el órgano de fiscalización, pues, es el Pleno de esta Representación, quien puede ordenar revisar dicho informe y determinar lo conducente. 


d).-  Un agregado más que se hiciera a la iniciativa original y por los casos que se han venido dando recurrentemente, respecto a que los ayuntamientos del estado no presentan sus cuentas públicas en tiempo o, de manera irresponsable, no lo hacen bajo ningún apercibimiento como se podrá comprobar por la infinidad de acuerdos económicos que se han hecho. En razón a lo expuesto, se dispuso en el título tercero, capítulo II, agregar que si las autoridades que deban rendir información específica sobre sus cuentas públicas mensuales, semestrales o anuales, derivadas de los pliegos de observaciones, no las rindan en los términos de la ley que se dictamina, se les tendrán por ciertos los conceptos observados, debiendo la Auditoria Superior, cerrar la auditoria con la información existente y remitir informe especial correspondiente a la Comisión, para su conocimiento, revisión o dictaminación.

Creemos que con esta disposición, se logrará dar por concluida la imposibilidad de cerrar las auditorias o dictaminar en algún sentido ante la falta de documentación aclaratoria y se evitará sin duda alguna, la irresponsabilidad de los servidores públicos omisos, como la impunidad. Pues antes, nos era imposible tomar medidas como las que ahora se proponen, por no haber estado contempladas en la ley.


e).- Las comisiones, conjuntamente también hicimos diferenciaciones expresas entre los términos contables y legales que venían en la iniciativa, pues se presentaba a la confusión. 


Por ejemplo, dentro del título primero, que se refiere a las disposiciones generales se decidió definir los informes finales, pues a la fecha de hoy, se utiliza indistintamente dictamen presentado por la Contaduría Mayor, como el informe final. Es así que de la lectura de la ley en su integridad debe entenderse por informe final, aquel relativo a la revisión de la cuenta pública  consistente en el cierre definitivo de la auditoria del ejercicio fiscal que corresponda y que contenga lo que establece la ley que se propone para su aprobación. Es decir, es el resultado de la revisión, dando certeza a los sujetos de fiscalización de la definitividad de los actos de la Auditoria Superior, de tal suerte que no existe pretexto para realizar otra revisión a un ejercicio ya cerrado.


También se hace la diferenciación de los informes parciales, como aquellos que, en cualquier momento, solicite la Auditoria Superior a las entidades fiscalizadas, en uso de sus facultades y de acuerdo a ciertos requisitos que se establecen en la ley que se propone para su aprobación. Pero es de concluir, que los informes especiales no pueden realizarse una vez formulado un informe final.


e).-  El decreto de ley que se propone para su aprobación retoma el criterio de fiscalización, como la Potestad única y exclusiva de los Congresos, consistente no solamente en la revisión de la cuenta pública, sino como un proceso que conforme el ejercicio de esta atribución, se culmine en un círculo virtuoso donde los resultados de la evaluación de los programas de desarrollo estatal o municipales, dentro de las cuentas públicas y el establecimiento de criterios de medición, se logre en el futuro dotar de herramientas a esta Soberanía para que al momento de determinar los ingresos de las entidades fiscalizadas y la asignación de recursos, esta fase última se haga bajo los criterios de eficiencia, eficacia, economía y legalidad, pudiendo recomendar correcciones a los programas o bien, aumentar, disminuir o, en su caso, no dotar de recursos a los programas gubernamentales, dependiendo de los resultados de los mismos.


Estamos conscientes que con la sola inclusión en la presente ley del círculo virtuoso al que nos referimos, no será realidad en tanto los criterios de revisión de cuenta pública; medición de resultados evaluación y reformulación de los programas para la asignación de gasto público, no será realidad en tanto no se formulen los manuales que establezcan estos procedimientos, con la colaboración de las entidades fiscalizadas y, previa publicación en el periódico oficial <El Estado de Jalisco>


f).-  La potestad de fiscalización a la que nos referimos, va ligada a los informes de avances de la gestión financiera, que consiste en la parte integrante de la cuenta pública y que rinden las entidades fiscalizadas al Congreso del Estado, sobre los avances físicos y financieros de los programas estatales y municipales aprobados, a fin de que la Auditoria Superior, los fiscalice en forma simultánea o posterior a la conclusión de los procesos correspondientes, los ingresos y egresos, el manejo, la custodia y la aplicación de sus fondos y recursos, así como el grado de cumplimiento de los objetivos contenidos en dichos programas. La anterior definición se encuentra establecida en el título relativo a las disposiciones generales y el título tercero, capítulo I, referente a las cuentas públicas, en su artículo 32, señala que los informes de avance de gestión financiera deben contener como mínimo:

1.-
El flujo contable de ingresos y egresos semestral o trimestral según, corresponda al ejercicio del presupuesto.

2.-
El avance del cumplimiento de los programas con base a los indicadores estratégicos aprobados en el respectivo presupuesto.
3.-
Los procesos concluidos.
4.-
La evaluación y, en su caso reformulación de los programas.

g).-  En el título tercero, capítulo II, denominado de la revisión, examen y fiscalización superior de las cuentas públicas, establece en su artículo 35, que la revisión, examen y fiscalización a las entidades fiscalizadas tiene por objeto determinar; que entre ingresos y egresos no existan discrepancias; que los recursos provenientes de financiamiento, se hayan aplicado con la periodicidad y forma establecidas y cumplido los compromisos adquiridos; que la gestión financiera no haya causado daños a la hacienda pública o al patrimonio; que los programas y su ejecución se hayan desempeñado con eficacia, eficiencia y economía; las responsabilidades que resulten; y, la imposición de sanciones correspondientes conforme la ley en esta materia.


h).-  el título tercero, capítulo III, establece las visitas. En la iniciativa original se hablaba de visitas e inspecciones. Sin embargo, las comisiones en estudio para dictaminar, consideran que las inspecciones tienen implícitamente una visita y las visitas por su expresión, el término es más que claro. En el entendido de que la revisión, examen y fiscalización de las cuentas públicas llevan por su misma naturaleza, la realización de visitas, ya sea en la supervisión de la obra pública o los ayuntamientos que por el gran número de movimientos financieros que realizan, es menester que los auditores designados por el Auditor Superior, recurran al lugar donde existe la documentación comprobatoria. No cabe duda que en ambos casos nos referimos a visitas. Aquí cabe destacar, que las inspecciones como las contemplan algunos ordenamientos adjetivos, las diferencian. Pero para el caso de fiscalización la diferenciación resulta intrascendente.


Resulta dicha diferenciación intrascendente, en razón que el proyecto de ley establece requisitos muy claros y precisos como cuándo se pueden realizar; los días y horas para realizarse y sus excepciones; que las órdenes de visitas deben contener:

1.-
El nombre de la entidad fiscalizada.

2.-
Nombre de los auditores.
3.-
Descripción de las áreas, rubros, documentos u operaciones de la revisión.
4.-
Duración de la revisión.

Asimismo, se establecen las formalidades que debe tener el desarrollo de la visita y la obligatoriedad del levantamiento de actas, las cuales deben ser de inicio, las parciales y el acta final. También se establecen las formalidades de contenido de un acta.

i).-  El título tercero en su capítulo VI, se refiere a la auditoria del Poder Legislativo y que de la revisión que haga a la Auditoria Superior, podrá iniciar denuncias, procedimiento administrativo de responsabilidades ante las comisiones legislativas que corresponda y que el informe final que resulte de la revisión, será presentado al Pleno del Congreso, publicado en el periódico oficial <El Estado de Jalisco> y en un diario de mayor circulación en el estado, dentro de 15 días a su entrega. 


V.-  Dentro de los cambios sustanciales a la iniciativa se puso especial atención respecto la determinación de responsabilidades, pues sólo se establecen los daños y su respectiva indemnización, cuando exista daño al  erario público sea estatal o municipal. Asimismo, la determinación del daño y su respectiva indemnización, debe de ser elevado a crédito fiscal por la Asamblea de esta Representación Popular.


También, se diferenciaron los tipos de responsabilidades y que a saber y para efectos de materia de fiscalización, dichas responsabilidades se dividieron en dos.


La primera, es aquella en la que puedan incurrir los sujetos de fiscalización en la rendición de cuentas y cuyas sanciones son multas pecuniarias que consisten en amonestación por escrito, multas pecuniarias, de 10 a 10,000 salarios mínimos vigentes en la Zona Metropolitana y hasta arresto administrativo. 


Las sanciones a que se refiere este capítulo las aplica de manera fundada y motivada, la Auditoria Superior del Estado y cuyos razonamientos se incluirán en el informe final, emitido por el órgano técnico profesional del Congreso, a efecto de que se eleven a créditos fiscales y se ejecuten por la autoridad estatal o municipal competente, conforme los procedimientos administrativos de ejecución.


Respecto a la amonestación por escrito, se realiza por la Auditoria Superior de Fiscalización y el arresto administrativo se solicita a la policía municipal, cuando un servidor público que maneje fondos o custodie documentos objeto de revisión de cuenta pública, se opongan a las órdenes de visita, sin que se les exima de cualquier otro tipo de responsabilidad, sea administrativa o penal.


Las comisiones dictaminadoras, hemos sido cuidadosas de establecer que la imposición de sanciones debe fundarse y motivarse tomando en cuenta las condiciones económicas del infractor, la gravedad de la infracción, los medios de ejecución, y en su caso, su nivel jerárquico.


En el título cuarto, capítulo tercero, se establece que las sanciones y demás resoluciones definitivas que sean emitidas por el Congreso del Estado, con motivo de la revisión, examen y fiscalización de las cuentas públicas de las entidades fiscalizadas, podrán ser impugnadas por los sujetos de fiscalización, mediante el juicio de nulidad y en los términos de la Ley de Justicia Administrativa del Estado. 


VI.-  Se elimina la responsabilidad solidaria entre el Presidente Municipal y el encargado de la hacienda municipal, a efecto que los responsables de los procesos de legalidad y de la comprobación de manejo de fondos, sean los responsables directos. Creemos que de esta forma, se propicia la cultura de rendición de cuentas a todos los responsables sujetos a la revisión, examen y fiscalización de sus cuentas públicas. Esta disposición viene contemplada en el artículo 71 del presente decreto que se dictamina.


VII.-  También se proponen reformas a diversos artículos de la Ley del Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público, Ley de Deuda Pública, Ley del Catastro Municipal y Ley de la Hacienda Municipal, todos del Estado de Jalisco, que no contienen ningún cambio de fondo, únicamente de adecuación con la ley que se propone.


VIII.- Que en sesión reunión de la Comisión de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos, celebrada el 19 de agosto del 2003, los tuvimos a bien agregar en el artículo 3, fracción V, que se refiere a entidades fiscalizadas, el término de Consejo Municipal y cambiar el de municipios por el de Ayuntamientos. Lo anterior, en virtud que el artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, prevé como al Ayuntamiento como el órgano de gobierno de elección popular y el Consejo Electoral como el gobierno municipal designado por las legislaturas locales.

El artículo 8, que se refiere a las atribuciones y obligaciones de, la Comisión de Inspección se agregó una fracción IV y se recorrieron las subsecuentes para que dicha comisión dictamine en un término de 15 meses a partir de recibir los informes finales que le remite la Auditoria Superior y en caso de no hacerlo, sea el Congreso del Estado quien apruebe  dichos informes sin modificar el sentido de los presentados.

El artículo 14, en el tercer párrafo se agrego que el plazo señalado en segunda vuelta para la designación de Auditor Superior debe de ser también de 30 días improrrogables.

Se agregó un cuarto párrafo para determinar en una tercera vuelta que la terna que se presente sea con los que contendieron anteriormente, pero que hayan obtenido mayor número de votos, sea que aparezcan en una y otra lista, o todos los contendientes de una sola lista hayan obtenido mayor número de votos. Asimismo, decidimos que para designar al Auditor Superior éste deberá de obtener la mayoría absoluta de votos de la Asamblea.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y motivado, los diputados integrantes de las Comisiones de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos, y de Inspección sometemos a la aprobación de la Asamblea, en los términos de los artículos 93, 94, 95 y demás relativos de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, el siguiente proyecto de: DECRETO QUE EXPIDE LA LEY DE FISCALIZACION SUPERIOR DEL ESTADO DE JALISCO; Y SE REFORMAN DIVERSOS ARTICULOS DE LA LEY DEL PRESUPUESTO, CONTABILIDAD Y GASTO PUBLICO, LEY DE DEUDA PUBLICA, LEY DEL CATASTRO MUNICIPAL Y LEY DE LA HACIENDA MUNICIPAL, TODOS DEL ESTADO DE JALISCO.
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